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R. del S. 487
11 de marzo de 2022

Presentada por la señora Riquelme Cabrera

Referida a la Comisión de Asuntos Internos
RESOLUCIÓN

Para ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico realizar un estudio sobre la implementación de la Ley de Trabajo a Distancia del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 36-2020, con el fin de determinar el grado de efectividad en la ejecución del Programa de Teletrabajo en las diferentes agencias, instrumentalidades y corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico, identificar logro y fracasos, y determinar las medidas que sean necesarias para garantizar el cumplimiento cabal de la Ley.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Ley de Trabajo a Distancia del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 36 de 9 de abril de 2020 se promulgó con el propósito de ordenar a las agencias, instrumentalidades y corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico, en adelante las “Agencias”, adoptar las medidas necesarias para implementar un Programa de Teletrabajo, o trabajo a distancia, para sus empleados. A tenor con la Ley, los empleados que cualifiquen para participar en el Programa pueden cumplir parcial o totalmente las funciones de su puesto desde un lugar fuera de las facilidades u oficinas gubernamentales. De esta manera, se flexibiliza y facilita la jornada laboral de los empleados públicos por medio del uso de la tecnología. 

La Ley 36-2020 reconoce que el teletrabajo propicia la economía operacional gubernamental reduciendo los costos de arrendamiento y mantenimiento de locales, el gasto de energía eléctrica, agua y otras utilidades, y otros gastos relacionados a las operaciones cotidianas de las Agencias gubernamentales. A la vez, el ahorro logrado se invierte en servicios más apremiantes, logrando la administración más eficiente de los recursos disponibles. El teletrabajo propicia, además, la resiliencia en momentos de crisis o emergencias en las que se vean afectadas las facilidades físicas gubernamentales o el acceso a las mismas, permitiendo que gobierno continúe operando a través de empleados que laboran desde otros lugares. 
Por otra parte, el Programa de Teletrabajo redunda en una mejora a la calidad de vida del empleado. El beneficio que el empleado público deriva del Programa de Teletrabajo resulta evidente cuando éste sobrelleva alguna condición de salud, padece de alguna discapacidad, o está a cargo de hijos menores o al cuidado de familiares adultos mayores. En ausencia de un programa de teletrabajo estos empleados se ven a menudo obligados a agotar sus balances de vacaciones, licencia por enfermedad o renunciar a su trabajo. En estos momentos históricos en que nuestra economía ha sido gravemente impactada, en los que la inflación en los bienes de consumo y alimentos se ha disparado por la pandemia del COVID-19 y los conflictos internacionales que todos conocemos, el trabajo a distancia ofrece, además, el beneficio adicional de reducir los gastos del empleado público, proveyendo un alivio económico. El empleado que se inserta en el Programa de Trabajo a Distancia verá ahorros al reducir su gasto en transportación. En especial, si utiliza un vehículo propio verá ahorros considerables en el gasto por gasolina, estacionamiento y mantenimiento del automóvil. Al trabajar desde su hogar, también limita el gasto en alimentación, ropa y demás particulares que conlleva el trabajar en una oficina pública. El tiempo que ocupa viajando hacia y desde su lugar de trabajo es tiempo que estará disponible para dedicarlo a la familia u otras actividades personales.

No obstante, pesar de todos los beneficios que se derivan de un programa funcional de trabajo a distancia, la implementación de la Ley Núm. 36-2020 no ha rendido el resultado esperado. Esto se debe en cierta medida a que la Ley fue redactada siguiendo el modelo establecido por el estatuto federal “Telework Enhancement Act of 2010”. Al igual que en el modelo federal, la ley 36-2020 no establece ni impone un sistema centralizado de manejo y administración del teletrabajo, sino que se redacta a manera de criterios y directrices dirigidos a que cada Agencia desarrolle su propio sistema de teletrabajo. Esto se considera necesario dada la enorme variación entre los procesos, las necesidades, los servicios que ofrecen y las facultades reglamentarias de las distintas Agencias, para proveer el espacio necesario para que cada Agencia utilice el teletrabajo de la manera que le resulte funcional, dentro de los parámetros de sus leyes habilitadoras. 
Pero de ahí también deriva la dificultad que enfrentan algunas entidades públicas para desarrollar un sistema de trabajo a distancia. Debido a que cada Agencia debe desarrollar el sistema con sus propios recursos, aquellas Agencias que contaban con un departamento de informática y con recursos presupuestarios adecuados previo a la entrada en vigor de la Ley han logrado implementar un programa de trabajo a distancia mucho más efectivo, en comparación con las Agencias que no cuentan con una división tecnológica capaz de desarrollar e implementar la programación necesaria, o las que cuentan con recursos más limitados. Vemos así que algunas Agencias han establecido un verdadero sistema de trabajo a distancia en el cual los empleados trabajan conectados a una sección segura de su servidor, acceden a sus expedientes digitales desde su hogar, producen trabajo dentro de dicho espacio cibernético, e incluso registran su asistencia en línea usando, por ejemplo, el sistema “Kronos”. En estos sistemas el supervisor puede ver el trabajo del empleado e interactuar en tiempo real. Otras Agencias han suplido computadoras a sus empleados para que realicen el trabajo a distancia; mientras que en algunas Agencias, las labores a distancia se limitan al trabajo que pueda realizar el empleado utilizando su equipo personal de computadora, trabajando completamente desconectados del sistema cibernético de la Agencia. Deben llevar consigo expedientes o documentos de la Agencia y entregar posteriormente el trabajo realizado impreso o grabado en memorias removibles. 
De igual manera, varía enormemente la política pública establecida por las Agencias en torno al trabajo a distancia. Mientras que algunas Agencias aceptan que el empleado labore primordialmente a distancia, limitando la labor presencial a aquella que resulte absolutamente necesaria; otras han establecido la política contraria, autorizando el trabajo a distancia solo cuando resulta absolutamente necesario; por ejemplo, por motivo de emergencias sanitarias o desastres naturales; aún en aquellas instancias en las que el empleado puede ejercer todas sus funciones mediante teletrabajo. 

Con el fin de desarrollar el teletrabajo a su máximo potencial como herramienta laboral, es necesario identificar los factores que inciden en el pobre desarrollo de un sistema de teletrabajo en algunas de las agencias, instrumentalidades y corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico. Cabe señalar que la OARTH ha solicitado información periódicamente a las Agencias sobre el estado de la implementación de la Ley 36-2020. Pero la información solicitada se limita a datos estadísticos sobre la cantidad de empleados que laboran en las distintas modalidades de trabajo: a distancia, presencial o híbrido. Por tanto, esos informes no proveen información que permita identificar los problemas de índole técnica o presupuestaria que enfrentan las Agencias en el desarrollo del sistema de teletrabajo per se. 
Es necesario analizar los aciertos y desaciertos que han enfrentado estas entidades en el proceso de implementar las disposiciones de la Ley 36-2020, e identificar específicamente el tipo de asistencia técnica o presupuestaria que necesitan las entidades públicas para desarrollar divisiones de sistemas de informática capacitadas para implementar adecuadamente los propósitos de dicha Ley.
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO:

Sección 1. – Se ordena a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico realizar un estudio para determinar el grado al que las agencias, instrumentalidades y corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico han implementado el Programa de Trabajo a Distancia requerido por la Ley de Trabajo a Distancia del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 36 de 9 de abril de 2020. La investigación se enfocará en la identificación de los aciertos, desaciertos y dificultades técnicas que han enfrentado dichas entidades públicas del Gobierno de Puerto Rico en el proceso de desarrollo del Programa de Teletrabajo requerido por la Ley. La investigación deberá identificar los recursos técnicos, fuentes de financiamiento y medidas necesarias para garantizar que cada entidad cumpla cabalmente con las disposiciones de la citada Ley. Deberá, además, identificar patrones en la elaboración de las políticas de las entidades públicas que dificulten u obstaculicen injustificadamente la implementación amplia y liberal del trabajo a distancia como alternativa laboral, y proponer alternativas para su modificación.
Sección 2. – La Comisión de Gobierno del Senado deberá rendir un informe de sus hallazgos y recomendaciones antes de finalizar la Tercera Sesión Ordinaria de la Actual Asamblea Legislativa.
Sección 3. – Vigencia.

Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
